
C uando me propusieron participar 
como ponente en las ‘IV Jornadas de 
Educación y Ciudadanía’ organiza-

das por la Universidad de Barcelona y el Parla-
mento de Cataluña, dudé en aceptar. Se trataba 
de analizar la situación de la educación ciuda-
dana en el marco de la universidad española. 
Era consciente de que una temática, raramente 
abordada en los debates públicos e internos de la 
universidad, permitiese una exposición basada 
en hechos y actuaciones conocidas. La primera 
pregunta que había que hacerse era: ¿Existe un 
planteamiento explícito, asumido y transforma-
do en acciones en las universidades sobre la mi-
sión de educar en los valores democráticos? La 
respuesta era: no existe, pero debería existir.

La Educación para la Ciudadana está jus-
tifi cada en la universidad por dos razones: en 
primer lugar, esta forma parte fundamental del 
sistema educativo por lo que debe asumir tam-
bién los fi nes de la educación contenidos en el 
ordenamiento del Estado. En segundo lugar, 
este ámbito de la educación es inherente al pro-
pio concepto histórico y actual de universidad, 
institución que debe promocionar y defender 
los valores fundamentales de las sociedades de-
mocráticas. Y así consta en los principales do-
cumentos nacionales e internacionales en que se 
fi jan los fi nes de la enseñanza superior. 

La formación para la ciudadanía en la uni-
versidad es una clara prioridad, según la ‘Decla-
ración Mundial sobre la Educación Superior en 
el Siglo XXI’ de la UNESCO. Como se afi rma en 

su artículo primero, el sistema universitario debe 
“contribuir a proteger y consolidar los valores de 
la sociedad, velando por inculcar en los jóvenes 
los principios en que reposa la ciudadanía demo-
crática...”. También en las ‘Recomendaciones del 
Consejo de Europa…’ (‘Declaración de Estras-
burgo’ de 2006) se señala que: “La enseñanza su-
perior juega un papel esencial en la trasmisión de 
la cultura democrática y la responsabilidad de en-
señar a cada generación a renovar y a desarrollar 
las actitudes, valores y competencias necesarias 
para traducir estos compromisos en hechos” 

Estos compromisos son, entre otros: la edu-
cación en los principios de convivencia demo-
crática, la capacidad de refl exión y acción, la ela-
boración tolerante de juicios éticos que afecten al 
campo científi co y social, una mayor calidad en 
los análisis sociales y políticos y una defensa de la 
participación política en una sociedad cohesio-
nada y equitativa. En suma, promover “la forma-
ción en valores ciudadanos de los miembros de 
la comunidad universitaria” tal como marcan los 
estatutos de la Universidad Complutense de Ma-
drid y del resto de las universidades públicas espa-
ñolas. En general, estas cuestiones se mueven en 
una esfera más retórica que real. Se puede afi rmar 
que la formación ciudadana en valores democrá-
ticos no es prioritaria ni rige las preocupaciones y 
las decisiones cotidianas de nuestras universida-
des, aunque existe una sensibilidad que impreg-
na, de manera transversal, el ambiente intelectual 
de la comunidad académica. La principal difi cul-
tad radica en que no existe un modelo claro de 

intervención (que no puede ser el convencional 
de clases o asignaturas). Tampoco ayudan, entre 
otros, los siguientes factores: una excesiva masifi -
cación y falta de relaciones intelectuales y perso-
nales temporalmente largas e intensas entre pro-
fesorado y alumnado; el constatado desinterés de 
los integrantes de la comunidad universitaria en 
las estructuras y mecanismos de participación 
cotidiana en el Gobierno y, por último, el crecien-
te individualismo y apoliticismo de gran parte 
del alumnado (según la Encuesta Social Europea 
solo un 19% de los universitarios declaró estar in-
teresado por las cuestiones políticas).

Un obstáculo importante para hacer de la 
universidad un centro creación de conocimiento 
y de formación integral de los estudiantes es, des-
de mi punto de vista, el patrón neoliberal preten-
didamente modernizador de la universidad, tan 
hegemónico en estos años. Esta “nueva” visión 
del sistema universitario intenta aniquilar el mo-
delo científi co-humanista y suprimir la necesaria 
autonomía relativa de la universidad en el sistema 
social. Un patrón mercantilizado en el que solo 
cobran valor los saberes que el mercado conside-
ra rentables (con la miopía e inmediatez que ca-
racteriza a los mercados). A ello se une el clamor 
mediático que considera la universidad como 
un trampolín para la realización exclusivamente 
individual, en un marco económico de alta com-
petición, priorizando una formación científi co-
técnica y pretendidamente “apolítica”.

Se corre el peligro, como señala Philip G. 
Altbach, del Boston College, de un colapso del 

bien común, transformando la educación y la 
formación en un objeto de consumo comer-
cializado internacionalmente, en “un producto 
que puede ser comprado o vendido por corpo-
raciones multinacionales” en el que las institu-
ciones académicas acaban convertidas en meros 
proveedores de la demanda. 

Defi endo la necesaria excelencia en la for-
mación científi ca, técnica y profesional de los 
estudiantes, pieza clave para el progreso econó-
mico. Defi endo el cumplimiento de su función 
fundamental en la generación de conocimiento. 
Defi endo su situación privilegiada para promo-
cionar la cultura. Pero la universidad debe ser 
mucho más. Su misión civilizadora y de defenso-
ra de los valores democráticos es crucial en una 
sociedad cada día más intervenida por quienes 
no tienen legitimidad para hacerlo. 
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La desafortunada costilla de Adán
N o sé cómo nos las arreglamos las 

mujeres para que siempre, en los 
últimos muchísimos años de histo-

ria, tengamos que ser de alguien, que pertene-
cer a alguien. Por eso, supongo que a muchos 
hombres les extraña tener que tratarnos como 
a personas autónomas, independientes, con-
vencerse de que no somos suyas… ni de na-
die. Y gracias a esa idea, muchas mujeres están 
perdiendo la vida, sobre todo cuando deciden 
no seguir viviendo con un hombre. Inconce-
bible, cuando a él le han dicho que esa mujer 
era suya (“la maté porque era mía”), como una 
casa o un coche, y que puede hacer con ella lo 
que quiera o no quiera. Nos está costando muy 
caro el que se nos reconozcan los derechos que 
teóricamente tenemos hace ya mucho tiempo. 
Parece que, en la realidad, aún queda bastante 
camino por recorrer. Los índices de violencia 
machista son, todavía, escalofriantes.

¿Y quién tiene que arreglar la situación? 
¿Quién es responsable de que no acabe de fra-
guar la idea de la igualdad? Pues, como siempre 
y para variar, la educación. Es cierto, en parte, 
pues la educación es un subsistema social, pero 
también lo es la sociedad, que debería apoyar 
con fuerza esta tarea educativa en un modelo 
democrático de convivencia, para coincidir en 
discursos coherentes que hagan efectivos los 
mensajes de ambas vías. 

Pero decía que es cierto que, desde la edu-
cación, debemos asumir nuestra parte impor-
tante de responsabilidad. Resulta asombroso, 
por no califi carlo de indignante, impresenta-
ble o cualquier otra lindeza semejante, cómo 

los “programas” ofi ciales de educación ante-
riores a la Ley del 70, concebían la educación 
de la mujer (y del hombre, en consecuencia). 
Los Programas Nacionales de 1965 disponían 
diferentes contenidos para niños y para niñas. 
Mientras que ellas debían aprender a “pertene-
cer a su familia”, “mantener limpias las calles” o 
“ser conscientes de la bondad de la sindicación 
de su padre”, ellos tenían que “saber escuchar 
una orden” o “mantener la buena reputación 
de la familia”. Y en el preámbulo de la Ley de 
Educación de 17 de julio de 1945 (vigente hasta 
el 70), se establece que “por razones de índole 
moral y de efi cacia pedagógica, la Ley consagra 
el principio cristiano de la separación de sexos 
en la enseñanza”. Se percibe claramente la estre-
cha relación que existe entre los planteamien-
tos curriculares y los modelos de gobierno y 
sociedad de una época determinada, aunque a 
veces nos neguemos a admitirlo. 

Los cambios de actitudes y mentalidad de 
una sociedad no se producen de un día para 
otro. Son generaciones enteras las que deben 
renovarse para llegar a un cambio real en los 
modelos de convivencia. Y hay que pensar 
que las citas anteriores llegan hasta 1970, que 
no hablamos de la prehistoria, aunque sí pa-
rece que hablamos de los Siglos de Oro. Las 
niñas siguen siendo “pertenencia” familiar y 
los niños deben mantener la buena reputa-
ción de la familia que, como es sabido (sobre 
todo por Lope y por Calderón), reside en 
la honra y la virginidad de las mujeres que 
“pertenecen” a ella. Y pretendemos evolucio-
nar a velocidades impensables para cambiar 

nuestras relaciones e igualar a las mujeres en 
derechos y costumbres. Nos va a costar años, 
y para conseguirlo la educación tiene que co-
laborar con fuerza, con mucha fuerza en sus 
planteamientos inequívocos y bien funda-
dos, con estrategias constantes y adecuadas. 
En parte lo estamos haciendo y, por suerte, 
en la mayoría de los ámbitos de nuestra so-
ciedad actual resultan ridículos los plantea-
mientos de hace solo 50 años. Pero asusta 
ver en los medios de comunicación cómo 
muchas adolescentes y jóvenes decantan sus 
gustos hacia muchachos violentos, rudos, 
que las maltratan… y que salen como prefe-
ridos en diversas encuestas. En algo estamos 
fallando, la escuela, la familia, los medios, las 
iglesias, los políticos…, para que esto suceda. 
Parece inconcebible, pero así es.

En 1970 se unifi can los contenidos educa-
tivos para niños y niñas, y en 1990 se establece 
la educación mixta para todo tipo de centros. 
Estamos en 2011 y, desde este espacio de opi-
nión en el que abogamos por la educación in-
clusiva, hay que reivindicar este modelo para 
las niñas. No hablamos de alumnos con dis-
capacidad o procedentes de otras culturas…, 
no, hablamos simplemente de las niñas. Que-
remos que se eduquen con los niños y en sus 
mismas condiciones, pues diferentes escuelas 
derivan en diferentes oportunidades, en dis-
tintas concepciones del mundo. No es posible 
mantener modelos paralelos de escolarización, 
que segregan o excluyen a las niñas de situacio-
nes positivas para su desarrollo personal y su 
proyección social, al igual que deseducan a los 

niños en su aprendizaje directo de que las niñas 
son equivalentes a ellos, tienen los mismos de-
rechos y pueden hacer las mismas cosas. Eso no 
se aprende estudiando una lección, sino convi-
viendo todos los días ellas y ellos, porque ellas 
tienen que aprender, también, que son iguales, 
que no son inferiores ni tienen roles supedita-
dos a lo masculino. 

Personalmente, me parece mentira tener 
que pedir, en estos momentos, la educación 
inclusiva para las niñas, tanto en centros como 
en tipos de aprendizaje, pero hay que hacerlo 
porque todavía no se ha logrado, a pesar de 
nuestros más de 30 años de democracia y de 
las leyes que avalan la igualdad. Ya es hora de 
no pertenecer a nadie y de poder decidir sobre 
nuestra propia vida. Y lo tenemos que conse-
guir desde la educación, no porque esta sea la 
más responsable, sino porque es la más sensi-
ble y siempre deberá estar a la vanguardia en 
justicia social. 
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